
1.1.2.2.6. Actividad de fomento: ayudas, subvenciones e incentivos

En la queja 18/4919 el interesado expresaba su disconformidad con la falta de un régimen de precios 
acorde a las necesidades económicas de las familias en los servicios prestados por Inturjoven. En concreto 
señalaba lo siguiente: “... se deberían modificar las tarifas de precios con objeto de contemplar una 
reducción de las mismas para las familias numerosas en atención a su especial vulnerabilidad”.

Tras instruir la queja, formulamos en la misma la siguiente Resolución:

“Recordatorio del deber de cumplir los preceptos de legalidad constitucional y ordinaria que hemos 
referido en la parte expositiva. 

Sugerencia de que sea valorada la posibilidad de promover una modificación del actual régimen de tarifas 
de Inturjoven, de modo que el precio a abonar por el disfrute de sus instalaciones pueda tener en cuenta 
la diferente capacidad económica de las personas o familias, especialmente en el supuesto de familias 
numerosas o familias monoparentales”. 

Siendo rechazada la Resolución indicada, por cuanto que Inturjoven no tenía capacidad para dilucidar 
sobre las condiciones de necesidad socio-económica de las familias, ni medios personales ni materiales para 
realizar aquellas valoraciones, razón por la cual procedemos a la inclusión de la queja en el Informe Anual. 

1.1.3. Actuaciones de oficio, colaboración de las Administraciones y 
Resoluciones no aceptadas

1.1.3.1. Actuaciones de oficio
Tramitamos expediente de queja 19/1994 promovida frente al Ayuntamiento de Zufre (Huelva), tras 

las actuaciones llevada a cabo en la queja 18/5970, promovida a instancia de parte y tras comprobar 
mediante accesos al Portal de Transparencia del Ayuntamiento de Zufre, y por indicación de la que 
fue parte interesada en aquella queja, que en fechas de 17 de diciembre de 2018 al 21 de febrero de 
2019, no se habían incluido en el citado Portal la reseña y publicación de las actas de las sesiones de 
pleno celebradas desde la última que consta incluida, de fecha 14 de julio de 2015.

Cabía tener en cuenta al respecto, la obligación de hacer públicas las actas de las sesiones plenarias 
de las Entidades Locales, tras la redacción por el Secretario/a de la Corporación. Dichas actas habrán 
de ser sometidas a su aprobación como primer asunto del orden del día de la sesión ordinaria siguiente 
y si resultare aprobada, deberán ser sometidas a la publicación pertinente.

La normativa de transparencia autonómica (articulo 10.3, de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de 
Transparencia Pública de Andalucía) ha establecido al respecto la obligación respecto de las entidades 
locales andaluzas de “publicar, además, la información cuya publicidad viene establecida en la Ley 
5/2010, de 11 de junio, así como las actas de las sesiones plenarias”.

Igualmente iniciamos la queja 19/3717 respecto a la Agencia Tributaria municipal de Sevilla, pues 
coincidiendo con cambio de ubicación de sede de la Gerencia, recibimos diversas quejas promovidas 
a instancia de contribuyentes afectados, en las que se nos ponía de manifiesto, si no directamente, sí 
al menos indiciariamente, la generación de incidencias en la tramitación de procedimientos de gestión 
y recaudación tributarias. Al momento de la elaboración del informe Anual, la queja referida continua 
en trámite.

Finalmente debemos dejar constancia de la queja 19/4025 promovida sobre el funcionamiento y 
dotación de medios personales y materiales del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de 
Andalucía (CTPDA), iniciada ante la Consejería de de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración 
Local.
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-que-inturjoven-tenga-en-cuenta-a-familias-numerosas-o-monoparentales-en-el-precio-a-abonar
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-el-funcionamiento-del-consejo-de-transparencia-y-proteccion-de-datos-de


En el Defensor del Pueblo Andaluz venimos recibiendo en los últimos años, numerosas quejas 
referentes al ejercicio del derecho de acceso a información y documentación pública, y las dificultades 
o limitaciones que los ciudadanos encuentran al respecto. El número de expedientes de quejas en 
materia de transparencia pública, desde la entrada en vigor de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de 
Transparencia de Andalucía, ha ascendido a 70. Dentro de ellos, 11 quejas se refieren a reclamaciones 
frente a la actuación del Consejo de Transparencia. 

En las quejas que afectan al CTPDA, los promotores nos denuncian básicamente incidencias y 
retrasos en el funcionamiento como órgano de control en esta materia. Así, entre otras cuestiones, 
se denunciaba, en unos casos inactividad del Consejo; en otros la no ejecución de sus Resoluciones o 
reclamación contra la propia resolución del Consejo y mayoritariamente el incumplimiento en los plazos 
de respuesta y resolución legalmente establecidos (quejas 18/1442; 18/3755; 18/6431; 18/7075; 
19/457; 19/1168; 19/1491; 19/2100). 

En estos últimos expedientes de queja, siempre las respuestas del CTPDA a las peticiones de informe 
y colaboración de la Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz, han sido diligentes y acordes a su 
disponibilidad de medios personales y materiales. No obstante, últimamente, se viene produciendo 
demoras o retrasos en el dictado de resoluciones por parte del Consejo, así como en el traslado de las 
mismas al Defensor del Pueblo Andaluz; en particular, estas dilaciones se producen cuando se trata 
de reclamaciones frente a las Administraciones Locales, habiéndose detectado retrasos de hasta 10 
meses. Unos plazos inadecuados si se tiene en cuenta que la norma estatal básica, la Ley 19/2013, 
de 9 de Diciembre, de transparencia acceso a la información pública y buen gobierno, establece en su 
artículo 24.4, que el plazo máximo para resolver y notificar la resolución (formulada ante el Consejo 
de Transparencia), será de tres meses. 

Consideramos que, en estos casos, el retraso producido puede afectar al derecho de acceso a 
información y documentación públicas conforme a las previsiones establecidas en el artículo 105 
b) de la Constitución Española, derecho que no es absoluto sino que la propia Ley establece límites 
a su acceso. A su vez, tales retrasos pudieran comportar un ineficaz control por el Consejo en el 
cumplimiento del deber y obligaciones de transparencia en la actividad pública de las Administraciones 
y entidades concernidas. 

En nuestra opinión, la adecuación a los principios de eficacia y de sometimiento pleno a la Ley y al 
Derecho, previstos en el artículo 103 de la Constitución y en el artículo 133 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, entre los que figura el de transparencia, exigía una mejora en la dotación de medios 
personales y materiales del CTPDA, con objeto de lograr un alto grado de garantía de los derechos 
de los ciudadanos y de cumplimentación respecto de las obligaciones administrativas en la materia 
indicada.

Los tramites de la queja continúan al momento de la redacción del presente Informe Anual, por lo 
que la reseña de la misma se produce a efectos únicamente de dejar constancia de su iniciación.

1.1.3.2. Resoluciones no aceptadas
– Queja 17/3169 en la que el Defensor del Pueblo Andaluz formuló Resolución ante el Ayuntamiento de 
Almonte, por la que recomendaba dar respuesta, a la mayor brevedad posible, al recurso de reposición 
presentado por la parte afectada con fecha 12 de agosto de 2014. Resolución no atendida por lo que 
se reseña en el presente Informe Anual.

– Queja 17/5350, en la que el Defensor del Pueblo Andaluz formuló Resolución al Ayuntamiento de 
Lucena, sobre reconocimiento a los interesados de la exención prevista en el artículo 105.1.c) del 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales y, a la devolución de oficio de los ingresos 
indebidamente percibidos en concepto de Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos 
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